CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS

RADICACIÓN:  660886000000201300001-01

PROCESADOS: EMVB.

JFMS
JEO
CONFIRMA

S. N°31

DUDA RAZONABLE CONCIERTO PARA DELINQUIR / “Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de absolución en favor de los acusados se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto.”
“Para la Sala entonces, no existe de las pruebas debatidas en juicio oral alguna que comprometa la responsabilidad de los aquí procesados en los delitos contra la seguridad y la salubridad públicas, pues como se aprecia, tanto las armas como la sustancia alucinógena le fue entregada al señor JUAN GUILLERMO y a su compañera sentimental al menos un día antes de que se efectuara el allanamiento -por parte de dos sujetos, como lo dijo en juicio, o cuatro según la entrevista-, sin que se pueda predicar amén de las dudas existentes, que entre las tres personas allí capturadas, quienes presuntamente eran las encargadas de recoger la suma producto de la exigencia dineraria -de lo cual nada se probó en juicio-, se hallaban aquellos que con antelación le dieron a guardar los elementos encontrados.”

INTEGRACIÓN DEL TESTIMONIO / “Como quiera que al haberse usado por parte de la Fiscalía la entrevista que en el curso de la investigación rindió el señor JUAN GUILLERMO para refutar sus dichos, al igual que lo hizo en su oportunidad la defensa en su contrainterrogatorio, la misma se entiende integrada a la mencionada declaración como testimonio adjunto”

PRINCIPIO DE LIMITACIÓN / “Sólo se puede ingresar en el estudio de los puntos que fueron motivo de inconformidad.”

Citación jurisprudencial: CSJ SP,  24 feb. 2010, rad. 31946. - CSJ AP, 21 ene. 2015, rad. 40835.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, diecinueve (19) de septiembre de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN No 840
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Septiembre 20 de 2016, 9:41 a.m.

	Acusados: 
	EMVB
JEO
JFMS

	Cédula de ciudadanía:
	1.088.248.634, 1.088.307.399 de Pereira, y 1.087.489.365 de Belén de Umbría (Rda.), respectivamente.

	Delito:
	Concierto para delinquir, fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego y tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

	Víctima:
	La seguridad pública y la salud pública

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la fiscalía contra el fallo absolutorio fechado agosto 31 de 2015. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos fueron plasmados en el fallo objeto de revisión por el juzgado a quo de la siguiente manera:

“Mediante informe de investigador de campo la policía judicial dio a conocer que el cinco (5) de septiembre de 2012, se acercó ante la unidad básica de investigación criminal, de la Sijín de Belén de Umbría (Risaralda), una persona de sexo masculino el cual se identificó plenamente como JUAN GUILLERMO RODRÍGUEZ VALENCIA, quien manifestó que más o menos un mes atrás llegaron varias personas encapuchadas a su residencia ubicada en la vereda  la Selva Alta, finca “EL ZAFIRO”, entre esas personas un señor que se identificó como WILLINTONG, quien  manifestó que ellos eran integrantes de las autodefensas y que trabajaban para alias Don LEO, personas que a partir de esa fecha siguieron llegando a su residencia cada vez con más frecuencia, y que el día anterior en horas de la noche llegaron cuatro personas encapuchadas quienes portaban armas de fuego tipo pistola, y le dieron a guardar las armas y unas bolsa de color negro con una sustancia en su interior, advirtiéndole que debía esperar hasta que uno de ellos bajara nuevamente por esos elementos, acotando además que estas personas se comunicaron con él y le dijeron que se desplazara hasta la vereda La Florida y reclamara una plata, frente a lo que sintió mucho miedo razón por la cual optó por acudir a tales instalaciones a contar lo sucedido, noticia que motivó la solicitud de una orden de allanamiento y registro la cual fue ordenada por la Fiscal 32 Seccional de ese municipio, la cual culminó con la captura en (sic) de tres personas que fueron identificadas como EMVB, JFMS y JEO, hallando en dicha diligencia dos (2) armas de fuego tipo pistola, una (1) pistola de balines, doscientos cuarenta y siete (247) gramos de derivados de la cocaína, un morral negro  el cual contenía prendas de vestir tales como una camisa color gris con estampado en su parte frontal, dos buzos manga larga negro, una sudadera de color azul oscuro, tres pasamontañas color negro y un par de guantes color azul.”

1.2.- Realizada la audiencia de formulación de imputación ante el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (septiembre 6 de 2012) se le endilgaron cargos a los señores EMVB, JFMS y JEO por los delitos tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en la modalidad de “conservar”, reglado en el inciso 2° art. 376 C. P., en concurso heterogéneo con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, tipificado en el canon 365 ídem, los cuales no aceptaron. Posteriormente la Fiscalía dispuso adicionar la imputación (noviembre 16 de 2012) en la que igualmente les elevó cargos por la conducta de concierto para delinquir agravado, por tener fines de tráfico de estupefacientes, y ante la no aceptación de los mismos presentó formal escrito de acusación (diciembre 18 de 2012) en el que ratificó los cargos a los antes mencionados, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), quien posteriormente por reparto interno lo asignó al Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira, autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (febrero 20 de 2013) y se realizó la primera sesión de la audiencia preparatoria (junio 5 de 2013), en tanto la actuación nuevamente regresó al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado -hoy primero Penal del Circuito Especializado-, donde luego de varios aplazamientos se agotó la audiencia preparatoria (abril 29 de 2014), y se convocó al juicio oral (julio 28 y 29 de 2014, mayo 5 y 6 de 2015), al final del cual se dio a conocer un sentido de fallo de carácter absolutorio, para luego emitir la sentencia respectiva (agosto 31 de 2015).

1.3.- Para llegar a la conclusión de absolución en favor de los acusados el a quo considero que no media prueba dentro del proceso de que los vinculados hicieran parte de una organización delincuencial que operaba en la región denominada “Los Paisas”, en tanto los investigadores no aportaron información referida a la conformación de dicha estructura -nombre de sus integrantes, roles desempeñados, tiempo de operación-, por lo que la prueba de la conducta de concierto para delinquir es meramente especulativa, aunado al hecho de que con posterioridad a la captura de los investigados se obtuvo información que ligaba al denunciante JUAN GUILLERMO RODRÍGUEZ VALENCIA con el grupo que actuaba en la región, y aun de asumirse que éste no faltó a la verdad, fue claro en indicar que no sabía si los capturados hacían o no parte del supuesto grupo.
Así mismo, al momento de efectuarse el allanamiento en la residencia no se verificó cuál era el motivo para que dichas personas se encontraran allí, pues aunque en la vivienda estaba la compañera del denunciante, no se trajo a juicio para aclarar lo pertinente, máxime que contrario a lo que esperaban los policiales que intervinieron en tal diligencia, los capturados salieron de la vivienda sin mostrar el menor indicio de que allí ocurriera algo ilícito. Y aunque el testigo reconoció a uno de los capturados por medio de una fotografía, lo fue por cuanto era alguien que vivía en el pueblo, pero no como integrante de la organización.
Respecto a las conductas de tráfico de estupefacientes y fabricación, porte o tenencia de armas de fuego, no existe prueba que permita desvirtuar la presunción de inocencia de los procesados, pues según lo informado por el testigo la noche anterior llegaron cuatro personas encapuchadas y le dieron a guardar tres armas y una sustancia blanca, que debía tener allí hasta que fueran reclamadas, ante lo cual su esposa procedió a guardarlas, siendo hallados en el allanamiento, pero no hay prueba que vincule a los capturados con los mismos, ya que ninguno fue señalado como integrante del grupo delincuencial que allí operaba, pues según el denunciante cuando iban a su predio lo hacían con pasamontañas. Por demás, aunque en el sitio se encontró un morral con estos elementos, no se acreditó a quién pertenecía y la evidencia debatida no permite deducir la responsabilidad de  los acusados.
1.4.- Inconforme con la decisión adoptada, la representante del órgano persecutor hizo expresa manifestación de apelar el fallo y que lo sustentaría de formal, como así lo hizo.
2.- Debate

2.1.- Fiscalía -recurrente- 
El delegado fiscal solicita la revocatoria parcial del fallo, en cuanto comparte la decisión por medio de la cual se absolvió con respecto al concierto para delinquir al no haberse logrado establecer la existencia de tal estructura criminal; empero, sustenta su disenso con respecto a las restantes determinaciones de la siguiente manera:

Estima que aunque fue una la información que entregó el testigo JUAN GUILLERMO en juicio y otra la que aportó a la Fiscalía, es del criterio que el juez no se ocupó de analizar que cuando el testigo acudió a denunciar en septiembre de 2012, lo hizo para dar a conocer una concreta y particular situación que se vivía en su residencia distante de la zona urbana de Belén, pero el a quo no desplegó un análisis en torno a las razones que llevaron a estas personas a presentarse en esa finca tan alejada del pueblo.
En el allanamiento se encontraron prendas de vestir oscuras y pasamontañas que son de suma importancia, ya que según JUAN GUILLERMO estas personas hicieron presencia en su finca con esas vestimentas, razón por la cual no conoció a ninguno de ellos, y contrario a lo que sostiene el juzgado respecto al señalamiento que hizo del individuo conocido como el “diablo”, ello resulta trascendente para la Fiscalía, aunque se desconoce por qué el testigo no quiso ser contundente al respecto, dado que él tuvo la oportunidad de verlo subirse la capucha hasta la frente y apreciar su rostro.

Destaca que además de los tres pasamontañas, se localizaron tres armas de fuego, y si bien se adujo en el fallo que no existía señalamiento directo que indicara que estas personas los portaran, si es trascendente que fueron tres capturados en el allanamiento, tres pasamontañas y tres armas objetivamente consideradas, lo que corrobora el dicho del testigo acerca de la presencia de éstos, no obstante no precisar el número de personas que iba a estar en su casa. Y aunque una de las armas era de balines como se estableció al examinar el elemento, objetivamente tiene la misma importancia desde el punto vista de la zozobra que puede ocasionar con su mera presencia ante cualquier ciudadano desprevenido. 
Añade que aunque el testigo esté siendo investigado, no existe y no existía para el momento del juicio y de la valoración probatoria ninguna prueba que permita asegurar que su dicho no debe gozar de credibilidad en relación con la aparición de esas personas en su finca, y menos ante la manifestación de que su compañera estaba retenida en contra de su voluntad, al no haber probanza que señale lo contrario, máxime que esos individuos no justificaron su estadía en ese sitio a esa hora y tampoco allegó la defensa ningún elemento que nos permita decir que fueron invitadas a esa finca alejada del pueblo.

Mucho de lo manifestado por el testigo se corroboró con el allanamiento y por ende no debe ser desacreditado, y aunque es verdad que en el sitio había una aparentemente normalidad por cómo se encontraba su cónyuge, ello no da a entrever que el hecho no se haya presentado como éste lo dijo, pues el que su compañera -a quien no se escuchó en juicio- no le haya dicho a las autoridades lo sucedido o indicado que estaba siendo víctima de un delito, ello no quiere decir que no ocurría nada, pues es probable que el temor la haya llevado a permanecer en silencio.

En conclusión, está de acuerdo con la decisión absolutoria por no lograrse probar el delito de concierto para delinquir, pero observa prueba para condenarlos por los otros tipos penales al no ser necesario que exista un señalamiento directo en el sentido que esos individuos eran quienes llevaron esos elementos -la droga y las armas- a la finca “El Zafiro”, y aclara que no es que por una arma de balines se le pueda imputar un tipo penal a una persona, sino que objetivamente un ciudadano que no sepa de dichos artefactos y aun sabiéndolo, de ser sorprendido con una parecida a las reales, uno así lo cree y por eso siempre se refiere a tres armas, tres pasamontañas y tres capturados.
2.2.- Representante del Ministerio Público -no recurrente- 
Aunque no actuó en el curso del juicio oral,  pide se confirme el fallo por cuanto el mismo fiscal llega a la conclusión que el delito de concierto no lo probó, y basa su postura en un indicio de presencia por el hecho de que eran tres personas, tres pasamontañas y tres armas,  pese a que una de éstas era de juguete, acerca de lo cual se ha pronunciado la Corte cuando éstas se utilizan en los delitos contra el patrimonio económico, no así para conductas que atentan contra la seguridad pública.

Pese a que el fiscal no probó el concierto para delinquir, lo cual acepta, y dice que no sabe por qué esas tres personas estaban donde se encontraron las armas, también expresa que las mismas las llevaron cuatro días antes miembros al parecer del grupo irregular y por deducción infiere que los capturados también estaban vinculados a ese grupo, lo cual no se debatió en juicio y ni siquiera el testigo JUAN GUILLERMO ahondo en eso pues se quedó corto en su declaración, y no porque sea mendaz, pues de ser así se le hubieran compulsado copias por falso testimonio.
Al no probarse que esos ciudadanos pertenecían a ese grupo, no puede decirse que porque había tres armas, tres personas y tres pasamontañas se deduzca responsabilidad penal contra ellos, cuando tal situación debe ser probada. Así que al no existir prueba directa en cuanto lo que debía investigarse era si estos individuos llevaron los elementos con antelación, pues de no acreditarse podría investigarse a JUAN GUILLERMO por los adminículos y droga guardados.

2.2.- Defensora -no recurrente- 
Solicita se confirme la decisión adoptada, porque la prueba vertida en juicio aplica perfectamente para las consideraciones de la sentencia, sin que pueda venir la Fiscalía a lamentarse de lo que no hizo en juicio, ya que aparte de lo que no pudo probar, inventa, pues aunque los investigadores magnificaron la distancia que había entre el casco urbano de Belén y la vereda Selva Alta, finca “El Zafiro”, olvida que vino el propietario de la finca y explicó cuál era la distancia y la manera de ingresar.

Si JUAN GUILLERMO calló en juicio muchas cosas que tal vez sabía, fue el principal testigo de la Fiscalía el que no entregó la información que esperaba el fiscal, lo que implica falta de actividad probatoria en juicio, y por ende no puede valerse de suposiciones para pedir la revocatoria del fallo por dos de las conductas por las que fueron acusados, cuando no se probó el concierto que le daba fuerza y validez a los otros punibles.  
El ente acusador no acreditó que efectivamente los tres capturados durante el allanamiento realizaran una actividad ilegal, ya que el investigador dijo que al llegar a la vivienda unas personas salen en forma normal de distintos sitios, y en el registro encuentran un armamento y encaletada una bolsa con estupefacientes, sin que la dueña de casa le atribuya responsabilidad a ninguna de ellas, máxime que al ser requisados sus clientes no les encontraron armas ni siquiera aquella de balines, la cual en sentir de la Fiscalía tiene la potencialidad de causar daño a la vida e integridad.

La actividad investigativa de la Fiscalía fue completamente nula, quedándose con la información que entregó el testigo quien en juicio no aportó algún dato que comprometiera a sus defendidos con un grupo ilegal, ni hizo señalamientos acerca de la responsabilidad de éstos, más aun cuando es a la Fiscalía a la que le corresponde probar y no la defensa la que tiene que presentar la exculpativas de las personas a quienes asiste.

No obstante que se demostró la materialidad de las conductas de tráfico de estupefacientes y de porte ilegal de armas,  no se probó la responsabilidad de sus prohijados y por eso reclama se mantenga la decisión adoptada. 

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de absolución en favor de los acusados EMVB, JFMS y JEO se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo al proferimiento de una sentencia condenatoria, como lo pide el fiscal recurrente.

3.3.- Solución a la controversia

No se percibe, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que afecte las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se indicó, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria proferida por el juez a quo a favor de los señores EMVB, JFMS y JEO, no es otra que establecer si contrario a lo esgrimido por el fallador existe prueba más allá de toda duda razonable acerca de la comisión de las conductas punibles de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, y de la responsabilidad de los acá encartados como lo refiere la Fiscalía recurrente; o como lo predica la defensa, no se logró demostrar que sus prohijados cometieron tal ilícito, máxime que el delito de concierto para delinquir agravado que daba fuerza y solidez al argumento acusatorio tampoco se acreditó como lo acepta el órgano persecutor.
Antes de penetrar en el fondo del asunto, debe indicarse que si bien el juzgado de instancia también absolvió a los procesados por el delito de concierto para delinquir con circunstancias de agravación, respecto de ello no se presentó oposición alguna por parte del recurrente, quien por demás en su impugnación fue contundente en esgrimir que estaba de acuerdo con la decisión adoptada, por cuanto el ente acusador no logró establecer la existencia de tal conducta, situación contraria a lo ocurrido con los otros dos delitos igualmente endilgados.

Y con respecto a la materialidad de las conductas de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, es evidente de conformidad con las pruebas arrimadas al juicio oral por parte de los investigadores de la Fiscalía, que en efecto durante la diligencia de allanamiento y registro llevada a cabo en septiembre 5 de 2012 en la finca “El Zafiro”, ubicada en la vereda “Selva Alta” en comprensión territorial del municipio de Belén de Umbría, fueron encontradas dos armas de fuego tipo revólver, una pistola de balines, 247 gramos de estupefaciente que posteriormente fue identificado como cocaína y sus derivados, e igualmente un morral que contenía diferentes prendas de vestir: una camisa color gris con estampado en su parte frontal, dos busos manga larga color negro, una sudadera color azul oscuro, tres pasamontañas color negro, y un par de guantes color azul.

No cabe duda alguna, como así lo consideró el a quo y lo ratificó la defensa como no recurrente, que en efecto en la residencia donde habitaba el señor JUAN GUILLERMO RODRÍGEZ VALENCIA, en desarrollo del operativo policial se localizaron armas de fuego y sustancia alucinógena a los cuales se les realizaron los correspondientes experticios técnicos, con lo cual se acredita que con la tenencia de tales elementos se incurría en la infracción al ordenamiento penal.

El punto álgido de la polémica que se encuentra servida, se centra en determinar la responsabilidad que les asiste a quienes fueron llevados a juicio por el referido hallazgo, ya que en sentir de la Fiscalía dichas armas y sustancia alucinógena le pertenecían a los mismos, lo cual deduce de la coincidencia en cuanto al número de aprehendidos, de artefactos, y de pasamontañas encontrados, esto es, todos en cantidad de tres.

Contrario a la postura que asume el delegado fiscal y en clara armonía con lo decidido por el a quo, así como con la posición esgrimida por la defensa y el Ministerio Público en condición de no recurrentes, para la Sala el ente acusador no logró demostrar que en efecto a los investigados les asistiera responsabilidad penal en las conductas que atentan contra los bienes jurídicos de la Seguridad y la Salud Pública, por lo siguiente:

No existe disparidad alguna para ninguno de los que intervinieron en la audiencia de juicio oral, que en la noche de septiembre 5 de 2012 en la vivienda rural del señor JUAN GUILLERMO RODRÍGUEZ VALENCIA, fueron capturados los señores EMVB, JFMS y JEO, quienes al parecer, de acuerdo con la información suministrada por el denunciante, eran integrantes de un grupo delincuencial denominado “Los Paisas” y que laboraban a órdenes de alias “Don Leo”, los cuales efectuaban extorsiones a comerciantes, campesinos y transportadores de la región.

Si bien la Sala no entrará a analizar de fondo si el ilícito de concierto para delinquir agravado tuvo ocurrencia, amén de que en atención al principio de limitación solo se puede ingresar en el estudio de los puntos que fueron motivo de inconformidad, dentro de los cuales no se halla tal delito como se indicó con antelación, sí debe hacer mención esta Corporación que la estrategia en juicio del órgano persecutor se encaminó a demostrar que los antes mencionados efectivamente hacían parte de un grupo al margen de la ley, por lo cual también les endilgó tal conducta, máxime que de acuerdo con lo arrimado al juicio, en especial lo referido por el principal testigo de cargo, JUAN GUILLERMO RODRÍGUEZ VALENCIA, ésta era la actividad de la cual se valían personas encapuchadas para solicitarle que les guardaran elementos en su vivienda, entre los cuales se encontró lo finalmente incautado.

De lo manifestado en juicio por el señor RODRÍGUEZ VALENCIA, si bien el mismo incurrió en algunas contradicciones en sus dichos, lo que motivó al fiscal a tenerlo como testigo hostil con miras a impugnar su credibilidad, se puede establecer que en efecto éste observó a diversas personas armadas y encapuchadas que se movilizaban por el predio que administraba, los cuales finalmente llegaron hasta la vivienda para pedir algunos víveres, así como su colaboración en relación con información acerca de la presencia de policía o ejército en la zona, y aunque en principio manifestó el declarante no haber visto caras, cuando se le exhibieron tres fotos solo reconoció la de aquél que refiere como “El diablo” a quien conocía por ser del pueblo, e igualmente con base en lo manifestado por él en la entrevista rendida, se tuvo conocimiento que otro de dichos individuos se quitó la capucha y lo identificó como WILLINGTON, quien además le hizo entrega de un celular Black Berry para que los llamara al momento de encontrar uniformados, y donde él se hacía llamar según el registrto “Reikon”.

Pese a que la Fiscalía usó la entrevista que en su momento rindió a las autoridades policivas el señor RODRÍGUEZ VALENCIA, como elemento de refutación, la información que logró establecer con el testigo al respecto, no fue otra diferente a la de obtener el nombre de WILLINGTON como quien mandaría en la región, pero aun así ningún otro dato aportó el mismo para clarificar que alguna de las personas que fueron capturadas en su residencia hacían parte de dicho grupo delincuencial, en tanto como éste lo sostuvo, siempre permanecían sus caras cubiertas con pasamontañas y al único que reconoció, es decir, al apodado “diablo”, como así lo reiteró en el contrainterrogatorio formulado por la defensa, lo fue porque lo distinguía como “un habitante de Belén”, pero sin endilgarle vínculo alguno con dicho grupo delincuencial.

Como quiera que al haberse usado por parte de la Fiscalía la entrevista que en el curso de la investigación rindió el señor JUAN GUILLERMO para refutar sus dichos, al igual que lo hizo en su oportunidad la defensa en su contrainterrogatorio, la misma se entiende integrada a la mencionada declaración como testimonio adjunto -aunque ésta no se aportó físicamente-,  pues la H. Corte Suprema ha sostenido que “[…] las declaraciones del testigo anteriores al juicio, usadas en éste para la impugnación de credibilidad, se integran al testimonio junto con las explicaciones aducidas por el declarante en torno a las razones de su contradicción. […], por tanto, la entrevista ante la policía judicial rendida por XX, quedó integrada a la prueba testimonial al utilizarse en el juicio para el fin atrás señalado y porque sobre la misma se permitió a los defensores el ejercicio del derecho de contradicción a través del contrainterrogatorio.” 
, y en más reciente oportunidad ha admitido la misma Alta Corporación que: “[…] las entrevistas realizadas por la Fiscalía, a condición de su descubrimiento en el momento procesal oportuno, pueden utilizarse en el juicio para refrescar la memoria del testigo o impugnar su credibilidad. Y una vez hecho público su contenido -tras su lectura por el propio declarante- y superada la posibilidad natural de controversia a partir del interrogatorio y del contrainterrogatorio al declarante por parte de los sujetos procesales, se entiende incorporada la entrevista al testimonio y en esa medida es indiscutible su condición de prueba […]
”
Pero no obstante lo anterior, se aprecia que lo controvertido con fundamento en esa declaración antecedente y que fue motivo de impugnación de credibilidad por la Fiscalía, se limitó a establecer que uno de los miembros del grupo sí descubrió su rostro y se identificó por su nombre, como así lo corroboró el testigo, y a su turno con la postura de la defensa se demostró que el señor JUAN GUILLERMO sí había visto las armas que le fueron entregadas para ser guardadas, como también lo confirmó, pero con respecto a la responsabilidad de los hoy acusados cuya participación concita la atención de la Sala, nada expresó.

Y es que en verdad nada podría decir, por cuanto de lo arrimado a la audiencia de juicio ninguna sindicación concreta efectuó el testigo de cargos frente a los señores EMVB, JFMS y JEO, en tanto como bien lo pregonó, solo conocía a alias “El diablo” de quien por demás en ningún momento se indicó en juicio a cuál de éstas tres personas correspondía dicho remoquete, ni se introdujo como prueba el supuesto reconocimiento fotográfico en el que aun habiéndolo señalado dejó en claro que ello obedeció, como ya se dijo, a que se trataba de un habitante del municipio de Belén de Umbría, pero no a un integrante de un grupo delictivo.
Así mismo se estableció en juicio que el señor JUAN GUILLERMO recibió de unas personas encapuchadas un paquete que contenía armas, cuyo contenido verificó según lo dijo con ocasión del contrainterrogatorio de la defensa, e igualmente que a su esposa se le suministró otro paquete, pero desconocía dónde fueron guardados en la casa por parte de su cónyuge, y fue enfático al indicar en juicio que tales elementos le fueron entregados una tarde por dos individuos lo cual tuvo ocurrencia una o dos noches atrás a la del allanamiento.

Mírese que en momento alguno el señor JUAN GUILLERMO, de quien se itera fue el único testigo de cargos -en tanto la cónyuge de éste no fue escuchada en juicio-, nada dijo de la identidad de quienes le hicieron entrega de las bolsas que contenían las armas y la sustancia estupefaciente, y por ende mucho menos podría endilgarle a los acá procesados la posesión de tales elementos. Es que incluso, ni siquiera el testigo tenía conocimiento qué personas y cuántos iban a estar en su vivienda luego de que al parecer fuera a recoger unos “bolsos” como así se le dijo al comienzo, aunque posteriormente se percató que se trataba de un dinero que se le estaba exigiendo a un agricultor, dado que fue enfático en indicar que nunca manifestó que en su residencia había un número específico de individuos -2, 3 ó 4-, en tanto lo que refirió es que allí habría gente que esperaría que llegara con dicho encargo, pero no esgrimió cantidad alguna.

Para la Sala entonces, no existe de las pruebas debatidas en juicio oral alguna que comprometa la responsabilidad de los aquí procesados en los delitos contra la seguridad y la salubridad públicas, pues como se aprecia, tanto las armas como la sustancia alucinógena le fue entregada al señor JUAN GUILLERMO y a su compañera sentimental al menos un día antes de que se efectuara el allanamiento -por parte de dos sujetos, como lo dijo en juicio, o cuatro según la entrevista-, sin que se pueda predicar amén de las dudas existentes, que entre las tres personas allí capturadas, quienes presuntamente eran las encargadas de recoger la suma producto de la exigencia dineraria -de lo cual nada se probó en juicio-, se hallaban aquellos que con antelación le dieron a guardar los elementos encontrados.
Tampoco puede pregonarse, como así lo pretende hacer ver el señor fiscal, que por el hecho de que en la vivienda se ubicaron esas tres personas y un número igual de armas y capuchas, se les pueda atribuir compromiso alguno, en tanto el mismo órgano persecutor falló en la demostración del ilícito de concierto para delinquir, del que podría al menos haberse inferido algún indicio de participación de éstos en el grupo armado denominado “Los Paisas”, lo cual por las razones ya esgrimidas no puede hacerse y por ende queda huérfana la argumentación según la cual a ellos les pertenecía lo allí descubierto.
Así mismo y aunque indica el recurrente que los dichos del testigo JUAN GUILLERMO se corroboraron con el allanamiento, no obstante las contradicciones en que incurrió, como ya se anotó con antelación, se observa que éste acudió ante las autoridades para develar que había sido utilizado para cometer una ilicitud al ser obligado a reclamar un dinero objeto de una extorsión, so pena de la retención de su esposa, situación que lo motivó a dar a conocer el hecho, pues sea como fuere tenía que llevar esa suma a unas personas que lo esperarían en el inmueble y la recogerían, pero sin aclarar el número de individuos que se ocuparían de recibir tal “encargo”, y mucho menos que entre ellos se encontraran quienes días antes le habían dejado las armas y la sustancia alucinógena para ser guardada en su vivienda, pues mírese que ni siquiera a los finalmente capturados les endilgó responsabilidad en tal sentido.
Siendo así las cosas, y contrario a la postura asumida por el fiscal recurrente, para la Sala, al igual que lo fue para el a quo, no existe prueba que permita acreditar, más allá de toda duda razonable, la responsabilidad de los señores EMVB, JFMS y JEO en la comisión de los ilícitos de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en concurso heterogéneo con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, y por ende se dará confirmación al fallo confutado.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.)
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación, que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CSJ SP,  24 feb. 2010, rad. 31946.


� CSJ AP, 21 ene. 2015, rad. 40835.
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